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NOTA REFERENTE A LA ENTRADA EN VIGOR DE LA LEY 19/2013, DE 9 DE DICIEMBRE DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y BUEN GOBIERNO EN LO QUE SE REFIERE A LA REGULACIÓN DEL DERECHO DE INFORMACIÓN.  Autor. Francisco Sánchez Moretón, Secretario-Interventor del Servicio Jurídico de Asistencia a Municipios de la Diputación Provincial de Salamanca.


1. Introducción. En el Boletín Oficial del Estado (BOE) número 295 de 10/12/2013, se publica la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno (LETAI).


De esta norma, de acuerdo a lo dispuesto en su Disposición final novena, ya se ha producido, al día siguiente de su publicación en el BOE, la entrada en vigor de las disposiciones previstas en el Título II (Buen gobierno). Igualmente, han entrado en vigor, a los veinte días de su publicación en el BOE
, sus disposiciones adicionales (ocho) y finales (nueve).


Respecto a las disposiciones previstas en los Títulos I (Transparencia en la actividad pública) y III (Consejo de Transparencia y Buen gobierno) entrarán en vigor al año de su publicación en el BOE; es decir el 10/12/14.

Establece, no obstante, esta Disposición que los órganos de las Comunidades Autónomas y Entidades Locales
 dispondrán de un plazo máximo de dos años para adaptarse a las obligaciones contenidas en esta Ley; término que se cumple el 10/12/15.

Pese a esta última previsión, conforme a una interpretación sistemática y teleológica de la LETAI, este plazo de adaptación no es posible entenderlo como obstáculo para la entrada en vigor de la regulación del ejercicio del derecho a la información pública que se contiene en el Capítulo III del Título I de la anterior norma. Aunque lo que produce efectos el 10/12/14, es esta regulación
 y no, todavía, la imposición de una obligación concreta a las Entidades Locales, parece claro que la adaptación deberá efectuarse de inmediato para conseguir que sea respetado el derecho de acceso a la información pública tal como la LETAI lo contempla.

Es decir, en resumen, si a partir del 10/12/14, por un particular se presenta una solicitud de acceso a la información en un Ayuntamiento,  debería entenderse este derecho que pretende ejercer con la extensión y límites previstos en la LTAI y tramitarse por el procedimiento administrativo regulado en ella; sin poder, en consecuencia, respecto a este procedimiento, invocarse cualquier otro plazo máximo para resolver solicitudes ni diferente sentido del silencio administrativo que el fijado en esta disposición legal.

    Por nuestra parte, ya con motivo de la publicación y entrada en vigor parcial de la LETAI, en enero de 2014 elaboramos un Apunte relativo a esta materia, que figura en esta misma página WEB y al que nos remitimos. 

En este momento, por ello, solo vamos a recordar la tramitación del  procedimiento administrativo que para el ejercicio del derecho de acceso a la información pública se recoge en las Secciones 2ª y 3ª del Capítulo III del Título I de la LETAI. 

2. Procedimiento para el ejercicio del derecho de acceso a la información pública. 

a) Cuestiones previas

Breve y sucintamente decir, antes que nada, que el ejercicio del derecho a la información pública se extiende ahora, según el artículo 13 de la LTAI, a todos aquellos contenidos o documentos cualquiera que sea su formato o soporte, que obren en poder de alguno de los sujetos  incluidos en el ámbito de aplicación de esta norma (Entidades Locales) y que hayan sido elaborados o adquiridos en el ejercicio de sus funciones
.

Y su contorno se encuentra en:

a) Los límites que supone causar un perjuicio para alguna de las materias enumeradas en el artículo 14.1 de la LTAI.
 

b) Entrar en conflicto con otros intereses dignos de defensa, como se trata el de la protección de datos personales que figuren en la información pedida, conforme dispone el artículo 15 de la LTAI.

La aplicación de los límites fijados en el artículo 14.1 se hará para caso concreto de manera justificada y proporcional, ponderando el interés que resulte superior, de entre el derecho al acceso y la protección de estas materias. Por otra parte, la información que se resuelva conceder lo será previa disociación de los datos de carácter personal que contuviera. Y, por último, de acuerdo al artículo 16 de la LTAI, si alguno de los anteriores límites no afectara a la totalidad de la información, se concederá el acceso parcial a la misma previa omisión de la parte afectada. Cuando la información resultante  se presente como distorsionada o carente de sentido, deberá indicarse al solicitante (a fin de intentar paliar esta situación) que parte de la información ha sido omitida.  

En cuanto al acceso al derecho a la información cuando contenga datos personales, deberá estarse a las determinaciones que para su protección (y tratamiento posterior de los obtenidos) se recogen en el artículo 15 de la LTAI,  que brevemente son:

· Datos especialmente protegidos referentes a ideología, afiliación sindical, religión o creencias de las personas. Será autorizable su acceso solo con consentimiento expreso y por escrito del afectado; siempre que por éste se hubieran hechos públicos previamente estos datos.

· Datos especialmente protegidos referentes a origen racial, a la salud, a la vida sexual de las personas o aquellos otros datos referentes a infracciones penales, administrativas etc. Será autorizable su acceso solo con consentimiento expreso y por escrito del afectado o si este acceso estuviese amparado por una norma con rango de Ley.
· Datos personales no especialmente protegidos. Será autorizable su acceso previa ponderación suficientemente razonada del interés público en la divulgación de la información y los derechos de los afectados cuyos datos aparezcan en la información solicitada
.  
· Datos meramente identificativos relacionados con la organización, funcionamiento o actividad pública del órgano. Se autorizará su acceso con carácter general salvo que en el caso concreto prevalezca la protección de datos personales.  
b) Procedimiento

b.1) Solicitud.

Se iniciará el procedimiento por solicitud dirigida al titular del órgano que posea la información. Solicitud, cuyo contenido podrá limitarse a indicar la identidad del solicitante y la información solicitada. El peticionario no está obligado a motivar la solicitud; en consecuencia esta ausencia no puede ser causa su rechazo. No obstante, podrá exponer los motivos por los que solicita la información, que, en su caso, pueden tenerse en cuenta a la hora de ponderar el interés público en obtener la información y los derechos de los afectados cuyos datos aparezcan en la información solicitada (artículo 17 de la LTAI).

b.2) Causas de inadmisión.

Podrán ser inadmitidas a trámite las solicitudes por las causas que se contemplan en el artículo 18.1 de la LTAI. 


A continuación trataremos brevemente, sobre cada una de estas causas:

► Que se refiera a información que esté en curso de elaboración o de publicación general.

Parece claro que si la información aún se encuentra preparando y, en consecuencia, no está lista para ser generada o publicada, no es posible facilitarla.

► Referida a información que tenga carácter auxiliar o de apoyo (contenida en notas, borradores, opiniones, resúmenes, comunicaciones e informes internos o entre órganos o entidades administrativas).

Por lo que respecta a los informes internos, en esta expresión que utiliza la Ley (de manera poco rigurosa técnicamente a nuestro juicio), no cabe, según opinión doctrinal
, incluir los informes preceptivos que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 82.1 de la LRJAPyPAC han de solicitarse por la Administración para resolver el procedimiento. Sí podrían incluirse, por el contrario, los informes facultativos, es decir, aquellos no exigidos legalmente pero que se piden y emiten a fin de ilustrar la actuación del órgano que los solicita.  

► Relativas a información para cuya elaboración sea necesaria una acción previa de reelaboración.
El derecho a la información pública solo se extiende (y es posible ejercerlo) en relación con información existente y tal como ella se encuentra en poder del órgano que debe suministrarla. No es posible pedir por ello, al menos dentro del ámbito de este derecho, elaboración o tratamiento de información de ninguna clase.

► Dirigidas a un órgano en cuyo poder no obre la información cuando se desconozca el competente. 

Por su parte el apartado 2 del artículo 18 de la LTAI, establece que cuando se inadmita la solicitud por concurrir la causa anterior, el órgano que acuerde la inadmisión deberá indicar en la resolución el órgano que a su juicio es competente para conocer de la solicitud. 

Falta claridad y precisión en esta causa de inadmisión. Es posible deducir, a sensu contrario de lo indicado en la misma, que si se presenta la solicitud ante órgano que no posea la documentación pero conozca al competente, deberá admitirse y trasladarse a éste para que la facilite si procede
. Pero, cuando esto no ocurra, y para salvar la contradicción que parece darse en este caso: desconocer/ indicar el órgano competente, y a fin de que no se abuse de esta causa de inadmisión, parece que el órgano que inadmita debe indicar siempre cual es a su juicio el órgano competente para conocer de la solicitud, aunque ese dato no le conste exactamente.

► Que sean manifiestamente repetitivas o tengan un carácter abusivo no justificado con la finalidad de transparencia de esta Ley.  

Cuando la solicitud sea claramente irrazonable: información fácilmente accesible por otros medios; número excesivo de documentos, repetición injustificada en breves lapsos de tiempo de petición de información ya facilitada; y, en  general, cuando su única finalidad sea la de perturbar el funcionamiento del órgano al que se solicita.

b-3) Tramitación. El artículo 19, versa sobre la tramitación del expediente antes de su resolución. 

En su apartado 2, establece, como en el caso del procedimiento administrativo común
, que cuando la solicitud no identifique (ni siquiera) de forma suficiente la información que pide, se informará al solicitante que concrete este extremo, con indicación de que si no lo cumplimenta en el plazo de diez días se le tendrá por desistido; igualmente informará de la suspensión del plazo para dictar resolución.

Habida cuenta de que la solicitud de información puede ser susceptible de afectar derechos o intereses de terceros identificados en el expediente (protección de sus datos personales), de acuerdo al apartado 3 de este precepto, se les concederá un plazo de diez días (especie de trámite de audiencia) a fin de que puedan presentar las alegaciones que estimen oportunas. El solicitante deberá ser informado de la realización de este trámite, así como de la suspensión del plazo para resolver por el transcurso del término concedido o la presentación durante el mismo de alegaciones.

Por último, en su apartado 4 este artículo prescribe que, aún obrando la información en poder del órgano al que se dirige el peticionario, si ésta hubiera sido elaborada o generada en su totalidad o mayor parte por otro órgano, a éste se remitirá la solicitud para que decida sobre el acceso.

b-4) Resolución. De acuerdo a lo dispuesto en el artículo 20 de la LTAI, la resolución en la que se conceda o deniegue el acceso deberá notificarse al solicitante, y terceros afectados que así lo hayan solicitado, en el plazo máximo de un mes desde la recepción de la solicitud, resultando posible ampliar este término por otro mes si el volumen o complejidad de la información que solicitada lo hicieran preciso. Transcurrido el plazo máximo para resolver sin que se haya dictado y notificado la resolución el sentido del silencio debe entenderse desestimatorio.

Las resoluciones adoptadas por el órgano competente para resolver serán motivadas en los siguientes supuestos:

· Las que denieguen el acceso

· Las que concedan el acceso parcial o a través de una modalidad distinta a la solicitada.

· Las que permitan el acceso cuando haya habido oposición de terceros
. 

Por último decir, que como indica el apartado 6 del precepto que comentamos, el incumplimiento reiterado de la obligación de resolver en plazo tendrá la consideración de infracción grave por aplicación del régimen disciplinario correspondiente a sus responsables. 

b-5) Sistemas de impugnación y recursos. 

Las resoluciones dictadas en materia de acceso a la información pública, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 20.3 de la LTAI, son recurribles directamente ante la Jurisdicción Contencioso-administrativa 

Sin perjuicio de lo cual, podrá interponerse contra ellas la reclamación prevista en el artículo 24 de la LTAI ante el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno con carácter potestativo y previo a su impugnación en vía contencioso-administrativa. La tramitación de esta reclamación, que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 23 de la LTAI, tendrá la consideración de sustitutiva de los recursos administrativos, se ajustará a lo dispuesto en materia de recursos en la LRJAPyPAC.

b-6) Otras cuestiones. A fin de integrar la gestión de solicitudes de información de los ciudadanos, el artículo 21.1 de la LTAI establece la obligación de que por las Administraciones Públicas (Entidades Locales) se establezcan los correspondientes sistemas (unidades de información).

El artículo 22, por su parte, preceptúa que el acceso a la información se realice preferentemente por vía electrónica, salvo cuando no sea posible o el solicitante haya señalado expresamente otro medio. 

Si la información ya ha sido publicada, la resolución podrá limitarse a indicar al solicitante como puede acceder a ella. 

El acceso a la información será gratuito. No obstante, la expedición de copias etc. podrá dar lugar a la exacción de la correspondiente tasa por expedición de documentos
.

Por último, decir que en la Disposición adicional primera 2 y 3 de la LETAI, se establece que se regirán por su normativa específica y por esta Ley con carácter supletorio, aquellas materias que tengan un régimen jurídico específico de acceso a la información. En el caso de las Entidades Locales nos encontramos en este sentido con el acceso a la información ambiental
 y, especialmente el acceso a la información de los miembros corporativos regulado en los artículos 77 de la LBRL, así como 14 y siguientes del Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales (ROF).

Por todo ello, a modo de unas mínimas conclusiones cabe decir:

1ª) Parece indudable la vigencia y producción de efectos a partir del 10/12/14 de la regulación del ejercicio del derecho de acceso a la información pública contenida en la LTAI. Y ello es así, a pesar del plazo de vacatio legis (hasta el 10/12/15), que esta norma establece para la adaptación por las Entidades Locales a la misma. En consecuencia, el procedimiento administrativo correspondiente para este acceso será el previsto en las Secciones 2ª y 3ª del Capítulo III del Título I de la LETAI. 

2ª) Se determina ahora legalmente la extensión y límites del contenido del derecho de acceso a la información pública por los particulares. De acuerdo a ello, la fijación del alcance concreto en cada caso de este derecho se llevará a cabo en el procedimiento que se tramite y vendrá precedida de la aplicación de un conjunto (amplio e importante) de causas de inadmisión de las solicitudes. Todo ello dará lugar a la necesidad de realizar una serie de actuaciones de carácter interpretativo que pudieran revestir cierta complejidad, dando lugar en la práctica que se perfile el contorno de este derecho constitucional
; y, en el caso de los pequeños Ayuntamientos, dado su reducido tamaño y escasez de medios, pudieran hacer complicado el cumplimiento de la obligación legal de facilitar el derecho al acceso a la información pública que les viene impuesta.  

En Salamanca a 9 de diciembre de 2014

El Secretario-Interventor del Servicio

Jurídico de Asistencia a Municipios

   Fdo. Francisco Sánchez Moretón.



� De acuerdo a lo dispuesto en el artículo 2.1 del Código Civil, al no tener expresamente dispuesta en la Disposición final novena el inicio de su vigencia.


� El ámbito subjetivo de aplicación de la LTAI, conforme a su artículo 2.1 se extiende, entre otras Administraciones, entidades, organismos etc., a la Administración Local.


�  Que, incluso, podría haberlo sido antes, dado que la Disposición adicional octava de la LTAI modificó el artículo 35 h) de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (LRJAPyPAC), que regula este derecho, indicando que habrá de ejercerse en las condiciones establecidas en la propia LTAI.





� No obstante, en lo que se refiere a los procedimientos administrativos en curso, se mantiene lo dispuesto en el artículo 35 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y Procedimiento Administrativo Común (LRAPyPAC); por lo que es preciso ostentar la condición de interesado en los mismos para su consulta y obtener copia de los documentos que contengan. Y apostilla ahora la Disposición adicional primera 1 de la LETAI que será la normativa reguladora de cada procedimiento la aplicable al acceso, por parte de quienes tengan esta condición de interesados en los procedimientos administrativos en curso, a los documentos que integren el mismo.


� De posible interés para las Entidades Locales: La prevención, investigación y sanción de los ilícitos penales, administrativos o disciplinarios. Las funciones administrativas de vigilancia, inspección y  control. Los intereses económicos y comerciales. El secreto profesional y la propiedad intelectual e industrial. La garantía de la confidencialidad o el secreto requerido en procesos de toma de decisión. La protección del medio ambiente.  


� Ponderación que se hará en base a los criterios que se recogen en las letras a), b), c) y d) del segundo párrafo del apartado 3 del artículo 15 de la LETAI. Resultando, lógicamente, innecesaria esta ponderación (artículo 15.4 de la LETAI) cuando el acceso se efectúa previa disociación de los datos de carácter personal de modo que se impida la identificación de las personas afectadas.


� Brines Almiñana Javier. Análisis de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, El Consultor de los Ayuntamientos, número 1,  15/01/14.


� Así lo pone de manifiesto, por otra parte, el apartado 1 del artículo 19 de la LTAI, añadiendo que del traslado de la información al órgano competente se informará al solicitante.


� Artículo 71.1 de la LRJAPyPAC.


� Cuando la mera indicación de la existencia o no de la información supusiera la vulneración de alguno de los límites al acceso, se indicará (simplemente) esta circunstancia al desestimarse la solicitud.


� En este caso deberá indicarse que este acceso solo podrá tener lugar transcurrido el plazo para interponer recurso contencioso-administrativo (2 meses si el acto fuera expreso y 6 meses si presunto, artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción contencioso-administrativa -LJCA-), sin que se haya formalizado o haya sido resuelto (el procedimiento contencioso-administrativo en el que se ventila el recurso presentado) confirmando el derecho a recibir la información. Parece, pues, que en caso de presentación de recurso al órgano judicial le viene impuesta “ope legis” la suspensión del acceso a la información, objeto del recurso hasta la resolución de éste.





� Artículo 20 4 a) del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales (TRLRHL).


� Regulado en la Ley 27/2006, de 18 de julio, por la que se regulan los derechos de acceso a la información, de participación pública y de acceso a la justicia en materia de medio ambiente (LAIMA)


� Y, en particular su universalidad, que se recoge en el artículo 13 de la LTAI.





